Tribunal: Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, sala D

Fecha: 19/08/2008

Partes: Sim S.A. c. Alarcón, María Etelvina

2ª Instancia. — Buenos Aires, agosto 19 de 2008.

1.a. María Elizabeth Vega apeló subsidiariamente la decisión de fs. 225, mantenida en fs. 737/738, que hizo extensiva la medida cautelar decretada en autos a fs. 185/189 y dispuso la inhibición general de bienes en su contra.

Los fundamentos de dicho recurso fueron expuestos en fs. 385/390 y respondidos por la actora en fs. 725/736.

1.b. Por su parte, Carlos Alberto Zielberberg recurrió en forma directa dicha resolución en cuanto también hizo extensiva la medida en su contra (fs. 396).

Fundó su recurso en fs. 782/794, contestado en fs. 814/827.

1.c. Asimismo, los co-demandados Ramón Manuel Vega y María del Carmen Saavedra apelaron el pronunciamiento de fs. 340/341 mediante el cual se extendió a su respecto la referida medida cautelar (fs. 394).

Expresaron sus agravios en fs. 762/778, que fueron respondidos en fs. 797/810.

2. María Elizabeth Vega invocó ser director suplente y no haber asumido jamás en el directorio de SIM S.A. (fs. 386 in fine/387 vta.). En base a esa condición, adujo que no integra el plexo de responsabilidades de la LSC 274 y que no puede ser alcanzada por la medida cautelar decretada.

Sin embargo, la señora juez de grado informó en su resolución de fs. 737/738 que el escrito de demanda no solo persigue la acción social de responsabilidad sino que además se condene a los demandados -entre los que se encuentra la quejosa- por los daños y perjuicios que ocasionaron a la sociedad como ex-directores y accionistas por las decisiones adoptadas en el período indicado.

Mas allá del cargo que detentaba de directora suplente, la actora acreditó prima facie que la recurrente participó de numerosas reuniones de directorio, suscribiendo las actas respectivas sin especificar en varios casos en que carácter lo hacía (v. fs. 317/327) ni sin que pueda por ahora analizarse los alcances de su participación o las consecuencias de aquellas decisiones.

Por otra parte, los fallos judiciales citados en su presentación por la apelante no resultan aplicables al caso, pues se refieren a una situación distinta (interdicción de salida del país de una sociedad fallida) y no contemplan la circunstancia específica que se presenta en este (participación de la directora suplente en reuniones de directorio).

Con esos antecedentes y los demás elementos arrimados a la causa relativos a la situación fiscal de la sociedad, cupo decretar en su contra la medida apelada sin perjuicio de lo que deba juzgarse en definitiva.

3. A igual conclusión desestimatoria se arriba respecto del recurso interpuesto por el co-demandado Carlos Alberto Zielberberg.

Ello es así, en tanto los argumentos vertidos carecen de una crítica concreta y razonada respecto de lo decidido (cpr 265), y el codemandado solo intenta sustentar su apelación alegando la prescripción de la acción principal, la caducidad de la medida en los términos del cpr 207 y la reducción del monto por el cual se dispuso la inhibición general de bienes, todas circunstancias que debieron ser puestas a consideración de la señora Juez a quo (cpr 277).

El agravio enderezado a cuestionar el monto de la contracautela establecida tampoco correrá mejor suerte, puesto que los recurrentes manifiestan que la suma de $ 100.000 es baja para atender "...los daños que provocaría la inmovilización de la totalidad de su patrimonio...", sin siquiera aportar datos acerca de su composición ni de ofrecer bienes en sustitución de la medida decretada (v. fs. 792, d).

4. No correrá mejor suerte la apelación deducida por los co-demandados Ramón Manuel Vega y María del Carmen Saavedra contra el pronunciamiento de fs. 340/341.

a. Por un lado, por cuanto al igual que el co-demandado Zielberberg, se introdujeron en esta instancia los planteos de prescripción de la acción principal y caducidad de la medida cautelar (cpr 207) que debieron ser propuestos a la juez de grado (cpr 277, ya citado).

Y, por otro, considerando que los recurrentes fueron demandados por haber sido accionistas de SIM S.A., acusados de haber cometido ciertas irregularidades en perjuicio del ente societario y por la responsabilidad que podría caberles como consecuencia de la aprobación de balances y la gestión del directorio por ellos elegido, relacionado entre otras cosas con la importante deuda que generada con la AFIP y con la constitución o utilización de otra sociedad para evadir impuestos del Fisco Nacional. 

Si bien dieron su versión de los hechos, no fue negado por los recurrentes su participación en aquellas asambleas ni la aprobación de balances y la gestión del directorio por el período en cuestión.

En tal caso, el derecho invocado por la peticionaria aparece verosímil.

Nótase que con apoyo en el trámite administrativo seguido por la AFIP, se han detectado y denunciado graves irregularidades en el ente social, que han permitido a la magistrada de grado disponer la medida cautelar respecto de la codemandada Alarcón, quien se desempeñó en el directorio de SIM S.A. con el cargo de Presidente.

Siendo ello así, es factible la existencia del derecho invocado por el actor.

Véase al respecto que uno de los presupuestos de las medidas cautelares es la verosimilitud del derecho invocado, entendiéndose por ella la posibilidad de que aquél exista: nuestro sistema jurídico exige que el derecho del peticionario de la cautelar sea aparentemente verdadero, y no que se acredite la certeza en la existencia de ese derecho, que eventualmente se obtendrá al dictarse el pronunciamiento definitivo (CSJN, 20.12.84, "Albornoz", publicado en ED T. 113, p. 477; CNCiv., Sala G, 31.10.84, "Ravera", publicado en ED T. 115, p. 471; CNCom., Sala D, 28.5.97, "La Buenos Aires Compañía Argentina de Seguros S.A.").

Asimismo, cabe señalar que la denuncia efectuada involucra un actuar fraudulento de los codemandados (Vega y Saavedra) en contra de los intereses de la empresa.

Si ello fuera así, podría configurase el peligro cierto de que si prosperara el reclamo judicial del actor respecto de su contraparte, ésta no disponga de los recursos suficientes para satisfacerlo.

Este tribunal estima, pues, acreditado el peligro en la demora.

b. Las demás cuestiones propuestas en el memorial se refieren al fondo de la cuestión cuyo análisis corresponderá hacer en la sentencia de mérito, que será dictada en la etapa procesal oportuna.

c. La invocada subsidiariedad de la medida de inhibición general de bienes no puede ser considerada en el caso de autos, ya que corresponde al demandado denunciar y acreditar la existencia de bienes sobre los cuales podría recaer una eventual medida de embargo en su contra (vgr. sustitución; cpr 203), y la suficiencia de aquellos bienes para garantizar el hipotético resultado favorable al reclamo del actor.

d. La cuestión relativa a la suficiencia de la contracautela es idéntica a la planteada por el co-demandado Carlos Alberto Zielberberg, por lo que cabe remitir a lo expuesto en el último párrafo del considerando tercero.

5. En consecuencia, se resuelve:

a. Confirmar las decisiones apeladas de fs. 225, mantenida en fs. 737/738, y de fs. 340/341.

b. Imponer las costas de alzada a los recurrentes vencidos (cpr 68 primer párrafo y 69).

Devuélvase sin más trámite, confiándose al magistrado de primera instancia proveer las diligencias ulteriores (cpr 36: 1°) y las notificaciones pertinentes. Es copia fiel de fs. 840/843. — Gerardo G. Vassallo. — Juan José Dieuzeide. — Pablo D. Heredia.

